
Argentina, 30 de septiembre de 2022

Estimados y estimadas representantes de la Agencia de Acceso a la Información Pública de
Argentina,

Gaspar Pisanu, en representación de la organización Access Now, me dirijo respetuosamente a
ustedes con el propósito de compartir nuestros comentarios y criterios respecto al anteproyecto
de actualización de la Ley 25.326 - EX-2022-94660512- -APN-AAIP, LEY DE PROTECCIÓN DE
DATOS PERSONALES.

Por su parte Tomás Pomar, en representación del Observatorio de Derecho Informático
Argentino suscribe y apoya lo expresado en la presente contribución.

Al respecto, compartimos respetuosamente el análisis experto basado en nuestra experiencia
regional e internacional, identificando las disposiciones respecto de las cuales consideramos
que existe necesidad de mejora1, en orden a satisfacer mejor el objetivo de la norma propuesta
de alcanzar una protección efectiva en Argentina del derecho a la protección de los datos
personales.

1. Definiciones

Si bien el Artículo 2 (Definiciones) crea una meritoria lista de definiciones, recomendamos
hacer un listado más exhaustivo, similar y potencialmente inspirado en la normativa del Estado
de California2. Debido a la extensión que esta incorporación implicaría, sugerimos su adición por
medio de un anexo a la ley. Indistintamente sea esta recomendación adoptada, consideramos
necesario realizar algunas modificaciones a algunas de las definiciones propuestas para evitar
potenciales interpretaciones contradictorias al espíritu de la ley.

En primer lugar, entendemos perfectible la definición de “datos personales”. El mismo dispone
que “Se entenderá por determinable la persona que pueda ser identificada por uno o varios
elementos característicos de la identidad física, fisiológica, genética, biométrica, psíquica,
económica, cultural, social o de otra índole de dicha persona”. Creemos que para una mejor
interpretación de la definición, es necesario hacer énfasis en el aspecto operativo que derivaría
en la determinabilidad del titular por medio de un dato, esto es, por medio del procesamiento y
correlación.

En relación a la definición de datos personales sensibles, al final del enunciado dispone que los
datos genéticos y biométricos son aquellos dirigidos a identificar de manera unívoca a una
persona humana. Si bien la definición es correcta, entendemos que dotarle a estos datos de
una finalidad en vez de una cualidad puede implicar una interpretación conflictiva.

Finalmente, debido a que la propuesta de ley incluye la técnica de bloqueo de datos en el
Artículo 27, la ley debe incluir su definición.

2 https://www.cantwell.senate.gov/imo/media/doc/COPRA%20Bill%20Text.pdf
1 Las propuestas de modificación serán destacadas por medio del uso de cursivas.
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1. Modificar la segunda oración de la definición de “Datos Personales” del Artículo 2 por el
siguiente texto: “Se entenderá que una persona es determinable cuando un dato,
sometido a distintos procedimientos o correlaciones, permita individaulizarla por uno o
varios elementos característicos de la identidad física, fisiológica, genética, biométrica,
psíquica, económica, cultural, social o de otra índole.”

2. Modificar la frase final de la definición de “Datos Personales Sensibles” del Artículo 2
por: “...datos genéticos o datos biométricos que identifican o hacen identificable de
manera unívoca a una persona humana”.

3. Incorporar la definición de “bloqueo de datos” en el Artículo 2 con el siguiente
enunciado: “Bloqueo de datos: identificación y reserva de los datos personales,
adoptando medidas técnicas y organizativas para impedir su tratamiento incluyendo su
visualización, excepto para la puesta a disposición de los datos a los jueces y tribunales,
el Ministerio Fiscal o las entidades públicas competentes, en particular de la autoridad de
aplicación, para la exigencia de posibles responsabilidades derivadas del tratamiento y
solo por el plazo de prescripción de las mismas, luego del cual se procederá a su
destrucción.”

2. Principio de finalidad

El Artículo 7 (Principio de finalidad) establece que “No se considerarán incompatibles con los
objetivos iniciales el tratamiento ulterior de los datos personales con fines estadísticos, de
archivo, investigación científica e histórica de interés público”. Si bien estos objetivos son
loables, los mismos no se encuentran exentos de riesgos. Una vulneración en estas bases de
datos o un uso abusivo pueden provocar los mismos daños que procesamientos con otras
finalidades. Por ello es necesario exigir la adopción de medidas de seguridad adicionales,
específicamente la anonimización de los datos.

4. Modificar el segundo párrafo del Artículo 7 por: “No se considerarán incompatibles con
los objetivos iniciales el tratamiento ulterior de los datos personales con fines estadísticos,
de archivo, investigación científica e histórica de interés público siempre y cuando tales
datos hayan pasado por un proceso previo de anonimización.”

3. Principio de minimización de datos

El Artículo 8 (Principio de minimización de datos) incluye uno de los principios más
importantes en materia de protección de datos personales. Si bien su regulación es correcta, es
necesario añadir que, en razón de este principio, no se puede denegar el acceso a un producto
o servicio cuando el dato es recolectado con finalidades distintas a aquello que es ofrecido. La
intención del agregado es evitar situaciones en las cuales el responsable del tratamiento
recolecta los datos con diversas finalidades, algunas necesarias para la prestación del servicio
o producto ofrecido y otras de distinta naturaleza como la finalidad publicitaria. La negativa del
titular del uso de sus datos para esta última finalidad, no puede ser razón suficiente para
negarle el acceso al servicio o producto ofrecido.
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5. Agregar un segundo párrafo al Artículo 8 que disponga lo siguiente: “El responsable no
podrá negar el acceso a un producto o servicio cuando el titular se oponga al tratamiento
para finalidades distintas a las necesarias para la prestación del producto o servicio
ofrecido.”

4. Bases legales para el tratamiento de datos

Si bien el Artículo 12 (Bases legales para el tratamiento de datos) enumera una serie de
bases de legitimidad reconocidas ampliamente en el derecho comparado, requiere una mayor
precisión para evitar usos abusivos, y con ello vaciar de contenido al principio del
consentimiento para el tratamiento de datos personales como regla general.

El inciso b. establece como base para el tratamiento legítimo de datos personales que sea
realizado para el ejercicio de las funciones propias de los poderes del Estado y sean necesarios
para el cumplimiento estricto de sus competencias. Si bien el agregado de “cumplimiento
estricto” delimita esta potestad, el uso de esta base de legitimación ha sido controversial tanto
en la vigente ley 25.326 como en el derecho comparado. Esto ha sido producto de la amplitud
de competencias que tienen las distintas entidades públicas que les permitiría prácticamente en
todos los casos recolectar datos sin necesidad del consentimiento de las partes. No
desconocemos la importancia de contar con información para la adopción de políticas públicas,
pero dado el contexto y nuestra historia institucional, una cláusula de esta naturaleza podría
fácilmente ser utilizada de forma abusiva. Destacamos incluso la experiencia de países de la
región como Brasil y Ecuador, cuyas leyes disponen un marco más preciso y restrictivo. Es en
esta experiencia que basaremos nuestras recomendaciones las cuales serán debidamente
presentadas posteriormente en el análisis del Artículo 17.

Por otro lado, el inciso f. hace referencia a la figura del “interés legítimo” la cual, si bien es
reconocida en la experiencia internacional, debe ser regulada con precaución, ya que ha sido
utilizada en muchas jurisdicciones para cometer abusos en materia de protección de datos
personales por parte del sector privado. Uno de los problemas principales que esta presenta es
que son los mismos procesadores de datos quienes deciden si ese interés cumple con la
condición de legítimo y si no afecta intereses o derechos y libertades de los titulares, potestad
que constitucionalmente es atribuida al Poder Judicial. Esta disposición limita gravemente el
control de los usuarios sobre su información personal debido a que éstos a menudo no son
informados ni conscientes de las recopilaciones o procesamientos de datos cuando las
entidades se valen de esta cláusula. Sin embargo, es posible autorizar el procesamiento en
base a un interés legítimo, siempre y cuando la ley determine explícitamente cuando procede
esta excepción.

6. Modificar el texto del inciso f. del Artículo 12 por el siguiente enunciado: “El tratamiento
sea necesario para la satisfacción de intereses legítimos perseguidos por el responsable,
siempre que previamente comunique al titular del dato su intención de realizar un
procesamiento justificado en esta base legal para que pueda ejercer sus derechos y
siempre que no prevalezcan los intereses o los derechos y libertades fundamentales del
titular que requiera la protección de datos personales, en particular cuando el titular sea
niño, niña o adolescente,   cuestión esta última que, en caso de disputa, corresponderá al
Responsable acreditar.”

7. Agregar un nuevo párrafo a continuación del Artículo 12 que indique lo siguiente:
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“Cuando el tratamiento de datos personales tenga como fundamento el interés legítimo,
únicamente podrán ser tratados los datos que sean estrictamente necesarios para la
realización de la finalidad y siempre que el responsable garantice que el tratamiento sea
transparente para el titular. La Autoridad de aplicación podrá requerir al responsable un
informe de riesgo para la protección de datos, en el cual se verificará si no hay amenazas
concretas a las expectativas legítimas de los titulares y a sus derechos fundamentales.”

5. Información al Titular de los datos

El Artículo 15 (Información al Titular de los datos) establece en el inciso a. algunos de los
datos que debe brindar el responsable entre los que se encuentra el nombre o razón social,
domicilio y medios electrónicos. Para una mejor comprensión de este último dato creemos que
es necesario agregar la mención de “de contacto”.

A su vez, el inciso h. relacionado al derecho de revocar el consentimiento debería incluir la
obligación de informar los mecanismos que el responsable establece para que el titular pueda
ejercerlo.

8. Modificar el inciso a. del Artículo 15 con el siguiente agregado: “a. Nombre o razón
social, domicilio y medios electrónicas de contacto;”

9. Modificar el inciso h. del Artículo 15 con el siguiente agregado: “h. El derecho del
Titular de los datos a revocar el consentimiento y el procedimiento por el cual puede
ejercerlo;”

6. Tratamiento de datos sensibles

El Artículo 16 (Tratamiento de datos sensibles) regula uno de los temas más delicados en
materia de protección de datos personales. Es por ello que creemos que todo procesamiento de
datos sensibles debe estar estrictamente delimitado sin lugar a vaguedades, interpretaciones
contradictorias o vaciamiento de los fines de la regulación. En este sentido, consideramos
atinada la prohibición general del tratamiento de este tipo de datos. Pese a ello, algunas de las
excepciones pueden generar serios problemas a la hora de su implementación.

En particular, el inciso a. pese a que establece al consentimiento como una de las bases
legales, inmediatamente después vacía de contenido a esta disposición al darle un carácter
supletorio, es decir, permitir que una ley futura autorice el tratamiento sin necesidad del
consentimiento. No hay razón para que una ley futura no encuentre en las excepciones ya
dispuestas en el Artículo 16 una base de legitimación para procesar datos sensibles. Esta
excepcionalidad no se encuentra en derecho comparado, tal es el caso del Reglamento General
de la Unión Europea, las leyes de Ecuador, Brasil y del Estado de California. Incluso algunas
normativas son más restrictivas a la hora de establecer el consentimiento como base para el
tratamiento de datos sensibles. Este es el caso de la regulación española la cual dispone en su
Artículo 9 que “a fin de evitar situaciones discriminatorias, el solo consentimiento del afectado
no bastará para levantar la prohibición del tratamiento de datos cuya finalidad principal sea
identificar su ideología, afiliación sindical, religión, orientación sexual, creencias u origen racial o
étnico”.
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También resulta problemático el caso del inciso h. que autoriza a cualquier entidad pública a
recolectar datos sensibles. Esta posibilidad vaciaría de valor a la prohibición general puesto que
cualquier regulación que establezca las competencias de las agencias del estado podría dejar
sin efecto a la ley de protección de datos personales. Al mismo tiempo, los casos establecidos
en el artículo dan lugar a que los entes públicos recolecten datos sensibles en aquellos casos
en los que es estrictamente necesario. Sería importante autorizar el tratamiento en los casos de
catástrofe, emergencia sanitaria, o eventos similares.

Por su lado, si bien es loable la intención de lo dispuesto por el inciso i., la experiencia ha
demostrado que las instituciones internacionales han abusado de los datos recolectados bajo la
excusa de cumplir una misión humanitaria3. Este es el caso del programa IrisGuard que
implementaron la Alta Comisionada para los Refugiados de Naciones Unidas y el Programa
Mundial de Alimentos en Jordania, criticado por la falta de transparencia y medidas de
seguridad así como el uso forzoso y desproporcionado en la población de refugiados.

Por las razones expuestas sugerimos:

10. Eliminar del inciso a. del Artículo 16 la frase “salvo en los casos en que por ley no sea
requerido el otorgamiento de dicha autorización”.

11. Eliminar los incisos h. e i. del Artículo 16.

7. Tratamiento de datos del sector público

Como ya habíamos anticipado en nuestro comentario al Artículo 12, el tratamiento de datos por
parte del sector público requiere de una más extensa regulación. Numerosas normativas
regionales e internacionales han puesto énfasis en este sentido. Especialmente las nuevas
leyes y proyectos de ley en América Latina, donde el procesamiento de datos y las
transferencias dentro del mismo estado han sido problemáticos en materia de derechos
humanos. Pese a ello, entendemos la necesidad del sector de contar con información para
poder elaborar políticas públicas acordes. Es por ello que entendemos que esta capacidad debe
ser ejercida pero con las debidas salvaguardas y delimitaciones.

Con este objetivo, entendemos necesario que el Artículo incorpore:
- Limitaciones para el tratamiento de datos personales, en especial cuando la base de

legitimación sea el interés público
- Establezca pautas para la transferencia de datos entre entidades públicas, tanto para el

caso de datos personales como para datos sensibles,
- Establezca pautas para las transferencias entre entidades públicas y empresas y

sociedades del Estado.

Por las razones expuestas e inspirandonos en normativa comparada, hacemos la siguiente
sugerencia de reforma:

12. Modificar el texto del Artículo 17 por el siguiente enunciado: “Artículo 17 - Tratamiento
de datos del sector público. Cuando el tratamiento de datos personales realizado por
autoridades u organismos públicos se fundamente en algunas de las bases legales
dispuestas en el Artículo 12 para el cumplimiento de sus finalidades, la búsqueda del

3 Para más información ver: https://www.accessnow.org/irisguard-refugees-jordan/
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interés público o para el ejercicio de sus atribuciones o cumplimiento de sus deberes
legales, deberá cumplir con las siguientes condiciones:

a. suministrar información clara y actualizada sobre la base legal, finalidad,
procedimientos y medidas de seguridad adoptadas para llevar a cabo el
tratamiento de los datos personales en un medio de fácil acceso, preferiblemente
en sus sitios web;

b. crear mecanismos simplificados para el ejercicio de los derechos consagrados en
la presente ley;

c. cumplir con los estándares internacionales de derechos humanos aplicables a la
materia y los principios de legalidad, proporcionalidad y necesidad;

d. designar un delegado de protección de datos personales según lo dispuesto en el
Artículo 42 de la presente ley.

La autoridad de aplicación podrá por vía reglamentaria disponer los mecanismos de
divulgación pública por los que se dará a conocer el cumplimiento de las condiciones
expuestas en el párrafo anterior.

Las transferencias de datos personales que se efectúen entre entes públicos en el marco
de una obligación legal, interés público o ejercicio de poderes públicos, así como todo
tratamiento realizado con los datos transferidos, serán lícitos en la medida en que se
cumplan las siguientes condiciones:

a. Exista una autorización expresa por ley especial, o por la autoridad de aplicación
siempre que se verifique lo siguiente:

i. que la transferencia sea necesaria para el cumplimiento de un fin público
asignado por ley a la entidad receptora de los datos;

ii. que los datos transferidos sean necesarios para el cumplimiento de dicha
finalidad;

iii. que la entidad receptora de los datos cuente con medidas de seguridad y
protocolos necesarios para garantizar la integridad, disponibilidad y
confidencialidad dispuestas en esta ley.

b. La entidad cedente haya obtenido los datos de acuerdo a una base legal
establecida en el Artículo 12 de esta ley y en el ejercicio de sus competencias
asignadas por ley.

c. La entidad receptora utilice los datos pretendidos para una finalidad que se
encuentre dentro del marco de sus competencias legales vigentes

d. Los datos involucrados en la transferencia sean únicamente los adecuados y
estrictamente necesarios para acometer la finalidad pública, de conformidad con
el principio de minimización. Se prohíbe la cesión masiva e indiscriminada de
bases de datos.

Las transferencias deberán ponerse en conocimiento de todos los titulares de los datos
involucrados de manera segura y sin comprometer su confidencialidad, dentro de los
siguientes quince (15) días a la ejecución de la transferencia. La transferencia debe
documentarse en un convenio interinstitucional que deberá ser publicado y puesto a
disposición de la ciudadanía para su escrutinio, resguardando la confidencialidad de los
datos personales involucrados en la transferencia. Este convenio deberá contener
disposiciones específicas respecto de las condiciones que rigen la licitud del tratamiento
por parte de las personas responsables; la descripción clara de la categoría de personas
cuyos datos se procesarán, sin exponer datos que puedan identificar a las personas; los
tipos de datos objeto de tratamiento, especialmente si contienen categorías de datos
sensibles; la finalidad específica del tratamiento; los plazos de conservación de los datos;
un detalle de las operaciones y los procedimientos del tratamiento; incluidas las medidas
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técnicas, físicas y organizativas de seguridad que se establecerán para proteger la
información; y un medio de contacto para obtener más información sobre la transferencia.

La transferencia de datos sensibles entre entidades públicas deberá estar motivada en
una ley, cumplir con los principios de necesidad y proporcionalidad, y autorizada por la
autoridad de aplicación previa evaluación de impacto sobre el derecho a los datos
personales. La entidad receptora de los datos podrá utilizar los datos sensibles
exclusivamente para la finalidad que le dió origen a la transferencia, quedando prohibido
todo uso ulterior indistintamente que sea compatible con sus funciones. Cumplido dicho
objetivo, la entidad receptora deberá suprimir los datos o la autoridad cedente revocar el
acceso a la base compartida. No serán aplicables estas reglas a las transferencias de
datos sensibles realizadas entre entidades que cumplen las mismas funciones en
distintas esferas del estado.

Las empresas y sociedades del Estado como las sociedades de economía mixta recibirán
el mismo tratamiento que las personas jurídicas privadas, en los términos de esta Ley.
Cuando el objetivo de estas entidades consista en instrumentar o ejecutar políticas
públicas, recibirán el mismo tratamiento que a las personas jurídicas y organismos
públicos en los términos de este Artículo.
Las entidades y personas jurídicas públicas tienen prohibido transferir a las personas
jurídicas privadas datos personales, excepto:

a. En los casos de ejecución descentralizada de actividades públicas que requieran
la transferencia, exclusivamente para este fin específico y particular, siguiendo lo
dispuesto en la Ley de Acceso a la Información Pública;

b. Cuando así lo establezca una ley, y la transferencia esté respaldada por contratos,
convenios o instrumentos análogos debidamente publicados.

La autoridad de aplicación podrá, en cualquier momento, solicitar a las entidades públicas
información específica sobre el alcance y naturaleza de los datos, detalles sobre el
tratamiento realizado, la adopción de medidas dirigidas a garantizar la seguridad de los
datos y emitir opiniones técnicas complementarias para garantizar el cumplimiento de la
ley. También podrá establecer reglas complementarias para el cumplimiento de los
deberes de información y para el uso compartido de datos personales.”

8. Principio de seguridad de los datos personales

El Artículo 19 (Principio de seguridad de los datos personales) representa un gran avance
en relación con la ley vigente. Para optimizar su funcionamiento y garantizar su cumplimento
entendemos que debe ser necesarias mínimas modificaciones.

El segundo párrafo adopta criterios reconocidos en normas del derecho comparado, sin
embargo los “costos de aplicación” de las medidas de seguridad no son un parámetro
razonable. Incluso las pequeñas y medianas empresas cuya actividad principal consiste en el
tratamiento de datos, deberán considerar dentro de su estructura de costos las medidas
necesarias a adoptar para garantizar la seguridad de los datos personales.

Otra mejora sugerida implica, así como lo hacen otras normas, establecer un conjunto de
medidas de seguridad que luego pueden ser ampliadas por decreto reglamentario.
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Por último, el párrafo final dispone correctamente que los responsables y encargados deberán
demostrar que han adoptado las medidas necesarias para evitar riesgos. Consideramos
necesario agregar al final “riesgos identificados o identificables” para incluir aquellos casos en
los cuales pueden surgir nuevas amenazas identificables prestando la debida negligencia.

Por las razones expuestas, sugerimos:

13. Eliminar del segundo párrafo del Artículo 19 la frase “y los costos de aplicación”.
14. Incorporar un nuevo párrafo al Artículo 19 que establezca lo siguiente: “El responsable

y el encargado deberán garantizar la implementación, operatividad, monitoreo, revisión,
actualización, mantenimiento y mejora continua de todas las medidas de seguridad
necesarias de acuerdo a los parámetros previamente establecidos. Las medidas a
adoptar podrá incluir entre otros:

a. programa de capacitación de empleados con acceso a los datos personales;
b. anonimización, seudonomización o cifrado de datos personales;
c. medidas dirigidas a mantener la confidencialidad, integridad y disponibilidad

permanentes de los sistemas y servicios del tratamiento de datos personales y el
acceso a los datos personales, de forma rápida en caso de incidentes;

d. medidas dispuestas por la autoridad de aplicación por vía reglamentaria o guías
de implementación de esta ley.”

15. Incorporar en el último párrafo del Artículo 19 el siguiente agregado: “...e
implementadas eviten la materialización de los riesgos identificados o identificables.”

9. Notificación de incidentes de seguridad

El Artículo 20 (Notificación de incidentes de seguridad) presenta otro de los grandes
avances de este proyecto de ley. Pese a ello, entendemos que su redacción actual puede
generar serios problemas para su debida implementación.

En primer lugar, debemos recomendar la modificación del plazo de 48 a 72hs para notificar a la
autoridad de aplicación de acuerdo a lo consensuado por numerosos entes dedicados a la
seguridad informática e incorporado por las nuevas leyes en la materia.

En el primer párrafo, el artículo establece que la notificación a la autoridad de aplicación solo
deberá ser en aquellos casos en que el responsable determine que la vulneración implica un
riesgo para los derechos de los titulares. Sin embargo, los responsables no se encuentran en
condiciones de realizar tal ponderación de derechos, potestad propia de nuestros sistemas
judiciales. Poner esta carga en los responsables no generaría más que incertidumbre jurídica.
Adicionalmente, no hay razón suficiente que justifique que un responsable no deba comunicar
toda vulneración de seguridad sufrida indistintamente el potencial riesgo cuando tal notificación
permitiría a la autoridad de aplicación llevar un mejor registro, adoptar y sugerir políticas de
seguridad, y evaluar en definitiva el daño que la vulneración puede implicar. Mismo comentario
corresponde hacer respecto a la regulación de la comunicación a los titulares y al último párrafo,
las cuales incorporan una fórmula similar sin que sea necesario ni justificado.

Finalmente, el texto debe incorporar la comunicación del encargado al responsable cuando sea
este primero quien se anoticie de la vulneración.

En razón de lo expresado sugerimos hacer las siguientes modificaciones:
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16. Modificar el plazo de 48hs para la notificación a la autoridad de aplicación establecido en
el Artículo 20 a 72hs.

17. Eliminar del primer párrafo del Artículo 20 la frase “a menos que sea improbable que
dicho incidente de seguridad constituya un riesgo para los derechos de los Titulares de
los datos”.

18. Modificar el segundo párrafo del Artículo 20 para que establezca lo siguiente: “El
responsable del tratamiento deberá notificar sin dilación la vulneración de seguridad de
datos personales al titular dentro del término de tres días contados a partir de la fecha en
la que tuvo conocimiento del riesgo. No se deberá notificar la vulneración de seguridad de
datos personales al titular en los siguientes casos:

a. Cuando el responsable del tratamiento haya adoptado medidas de protección
técnicas organizativas o de cualquier otra índole apropiadas aplicadas a los datos
personales afectados por la vulneración de seguridad que se pueda demostrar
que son efectivas;

b. Cuando el responsable del tratamiento haya tomado medidas que garanticen que
el riesgo para los derechos fundamentales y las libertades individuales del titular,
no ocurrirá;

c. Cuando se requiera un esfuerzo desproporcionado para hacerlo, en cuyo caso, el
responsable del tratamiento deberá realizar una comunicación pública a través de
cualquier medio en la que se informe de la vulneración de seguridad de datos
personales a los titulares.

La procedencia de las excepciones de los incisos 1 y 2 deberá ser calificada por la
autoridad de aplicación, una vez informada esta tan pronto sea posible, y en cualquier
caso dentro de los plazos contemplados en el presente Artículo.”

19. Incorporar en un nuevo párrafo al Artículo 20 que disponga los siguiente: “El
encargado del tratamiento deberá notificar al responsable cualquier vulneración de la
seguridad de datos personales tan pronto sea posible, y a más tardar dentro del término
de dos (2) días contados a partir de la fecha en la que tenga conocimiento de ella.”

10. Excepciones para la transferencia internacional de datos personales

El Artículo 25 (Excepciones) que establece aquellos supuestos en los que se podrán realizar
transferencias internacionales distintas a las decisiones de adecuación y de garantías
suficientes, en consonancia con lo expresado numerosas veces, requiere establecer
limitaciones en el caso en que la transferencia sea necesaria por razones de interés público. En
este sentido, e inspirados en la normativa de Brasil, sugerimos lo siguiente:

20. Incorporar un nuevo párrafo al Artículo 25 que disponga lo siguiente: “Cuando la
transferencia sea necesaria por razones de interés público deberá ser publicada y cumplir
los requisitos en los mismos términos dispuestos por el Artículo 17 de esta ley.”

11. Derecho de acceso
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El Artículo 26 (Derecho de acceso) requiere de una mínima modificación en relación a la toma
de decisiones automatizadas para mantener el espíritu de lo dispuesto con posterioridad en la
ley y de la optimización de su lenguaje para evitar interpretaciones contradictorias.

21. Incorporar en el inciso i. del Artículo 26 luego de “automatizadas” las palabras “o semi
automatizadas”.

22. Reemplazar en el último párrafo del Artículo 26 la frase “accesible conocimiento medio
de la población” por el siguiente enunciado: “en lenguaje de fácil comprensión y de
preferencia propendiendo a que pueda ser accesible en la lengua de su elección.”

12. Derecho de supresión

Si bien el Artículo 29 (Derecho de suspensión) hace una correcta regulación de este derecho,
es importante que a la vez incluya la forma de hacerlo operativo. Con esta finalidad, sugerimos
la siguiente modificación:

23. Incorporar un nuevo párrafo al Artículo 29 que disponga lo siguiente: “El responsable
del tratamiento de datos personales implementará métodos y técnicas orientadas a
eliminar, hacer ilegible, o dejar irreconocibles de forma definitiva y segura los datos
personales.”

13. Decisiones automatizadas y elaboración de perfiles

El Artículo 30 (Decisiones automatizadas y elaboración de perfiles) representa un gran
avance en la materia y celebramos la incorporación de la experiencia internacional en su
implementación. Sin embargo, es necesario realizar una modificación en el primer párrafo que
establece que los titulares podrán ejercer este derecho siempre “que le produzca efectos
jurídicos perniciosos, lo afecte significativamente de forma negativa o tenga efectos
discriminatorios”. El espíritu de este derecho es que la persona pueda ejercer efectivamente
control sobre sus datos personales y su derecho a la autodeterminación informativa, sin
necesidad que justifique tal ejercicio o probar una afectación a su persona. Es por ello que las
normativas comparadas establecen solo el requisito de “efectos jurídicos” sin la necesidad de
que los mismos afecten negativamente al titular.

A su vez, es productivo que el artículo incorpore un conjunto de facultades que pueden ejercer
los titulares producto de este derecho.

En base a lo expuesto sugerimos realizar las siguientes modificaciones:

24. Modificar el primer párrafo del Artículo 30 por el siguiente texto: “El Titular de los datos
tiene derecho a no ser objeto de una decisión basada única o parcialmente en el
tratamiento automatizado de datos, incluida la elaboración de perfiles e inferencias, que le
produzca efectos jurídicos, para lo cual podrá:

a. Solicitar al responsable del tratamiento una explicación motivada sobre la decisión
tomada por el responsable c encargado del tratamiento de datos personales;

b. Presentar observaciones;
c. Solicitar los criterios de valoración sobre el programa automatizado;
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d. Solicitar al responsable información sobre los tipos de datos utilizados y la fuente
de la cual han sido obtenidos los mismos;

e. Impugnar la decisión ante el responsable o encargado del tratamiento.”

14. Derecho a la portabilidad de datos personales

El derecho a la portabilidad de los datos personales consagrado en el Artículo 31 es una de las
grandes adiciones a los derechos tradicionales ARCO. Coincidimos con la necesidad de su
incorporación en la ley. A pesar de ello, la dificultad de su operatoria hace que sea necesaria
una regulación específica y ampliamente debatida con una importante participación del sector
técnico a los fines de cumplir con su objetivo. Por esta razón consideramos que el articulado
debe dar lugar a esta regulación y reducir todo lenguaje que pueda comprometer su
funcionamiento. Por ello sugerimos:

25. Eliminar el segundo párrafo del Artículo 31 e incorporar el siguiente texto: “El ejercicio
del derecho a la portabilidad de los datos personales será regulado de forma específica
por normativa emitida por la autoridad de aplicación.”

15. Ejercicio de los derechos

El Artículo 32 (Ejercicio de los derechos) requiere de ciertas modificaciones para evitar
comprometer sus objetivos. En primer lugar, la exigencia de “intimación fehaciente” implica un
grave impedimento para el ejercicio de los derechos y un retroceso en comparación con la
normativa vigente. De hecho, la propuesta consagra la obligación del responsable de crear
mecanismos sencillos y de fácil acceso en el párrafo cuarto del Artículo, por lo que su redacción
es contradictoria. A su vez, es útil incorporar la naturaleza personalísima de este derecho de
forma textual.

Por otro lado, el quinto párrafo del artículo crea una limitación innecesaria para el ejercicio del
derecho de acceso. Si bien puede estipularse un plazo para una nueva solicitud y exigir un
canon si se realiza en un plazo inferior, debe incorporar aquellos casos en que la solicitud se
encuentra fundada en justa causa.

Por las razones expuestas sugerimos las siguientes modificaciones:

26. Modificar el primer párrafo del Artículo 32 por el siguiente texto: “El ejercicio de
cualquiera de los derechos del Titular de los datos no es requisito previo, ni impide el
ejercicio de otro. El derecho a la protección de los datos personales y los derechos
derivados del mismo son personalísimos e irrenunciables. Será nula de pleno derecho
toda estipulación en contrario. El Responsable del tratamiento debe responder y, en su
caso, satisfacer los derechos del Titular de los datos dentro de los DIEZ (10) días hábiles
de haber recibido la solicitud.”

27. Modificar el quinto párrafo del Artículo 32 para que incluya el siguiente agregado: “El
derecho de acceso a que se refiere el Artículo 27 sólo puede ser ejercido en forma
gratuita a intervalos superiores a SEIS (6) meses. Si se ejerce en intervalos inferiores a
dicho plazo, el Responsable podrá cobrar un canon razonable en función de los costos
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administrativos afrontados para facilitar la información al Titular de los datos, salvo que la
solicitud sea fundada en justa causa.”

16. Excepciones al ejercicio de los derechos

Las excepciones al ejercicio de derechos Artículo 33 (Excepciones al ejercicio de los
derechos) deben estar claramente delimitadas para evitar cualquier tipo de abuso. Por ello el
lenguaje del artículo debe ser modificado siguiendo diversas razones que hemos expuesto
previamente en relación a cuestiones como el interés público y la necesidad de una regulación
más casuística.

Adicionalmente, es necesario modificar el párrafo tercero del artículo que establece una
limitación al derecho de protección de datos personales el cual nunca puede ser limitado, más si
los derechos derivados del mismo.

En concreto, recomendamos reformular el artículo de la siguiente manera:

28. Modificar el primer párrafo y segundo párrafo del Artículo 33 por el siguiente texto:
“Los derechos y las garantías establecidos en esta Ley podrán ser limitados solo en los
siguientes casos:

a. Si el solicitante no es el titular de los datos personales o su representante legal no
se encuentre debidamente acreditado;

b. Cuando exista orden fundada, dictada por autoridad judicial competente para la
prevención, persecución, investigación, detención y represión de las infracciones
penales, o de las infracciones a las normas éticas en las profesiones reguladas;

c. Cuando se pueda causar perjuicios a derechos o afectación a intereses legítimos
de terceros y ello sea acreditado por el responsable de la base de datos al
momento de dar respuesta al titular a su solicitud de ejercicio del derecho
respectivo;

d. Cuando se pueda obstaculizar actuaciones judiciales o administrativas en curso,
debidamente notificadas;

e. Cuando los datos son necesarios para ejercer el derecho a la libertad de
expresión y opinión;

f. Cuando los datos son necesarios para proteger el interés vital del interesado o de
otra persona natural;

g. En los casos en los que medie el interés público, sujeto al cumplimiento de los
estándares internacionales de derechos humanos aplicables a la materia, al
cumplimiento de los principios de esta ley y a los criterios de legalidad,
proporcionalidad y necesidad;”

29. Modificar el tercer párrafo del Artículo 33 por el siguiente texto: “Cualquier norma de
rango constitucional o legal que tenga como propósito limitar los derechos consagrados
en el Capítulo 4 de esta ley deberá contener, como mínimo, disposiciones relativas a:...”

17. Protección de datos desde el diseño y por defecto
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En relación al Artículo 38 (Protección de datos desde el diseño y por defecto) cabe realizar
algunas modificaciones a los fines de dotar de mayor especificidad a una figura de por sí ya
ejemplar. Ellos son:

- Establecer taxativamente la adopción de medidas de esta naturaleza desde el desarrollo
de productos y servicios.

- La eliminación de los costos como elemento determinante por las mismas razones
expuestas para el Artículo 19.

Por esta razón sugerimos:

30. Modificar el primer párrafo del Artículo 38 incorporando la siguiente frase: “El
Responsable del tratamiento y el Encargado deben, desde la etapa del diseño de
productos y servicios y antes del tratamiento, prever y aplicar medidas tecnológicas y
organizativas apropiadas para cumplir los principios y garantizar los derechos de los
Titulares de los datos establecidos en la presente Ley.”

31. Eliminar del segundo párrafo del Artículo 38 la mención “los costos de
implementación”.

18. Delegado de protección de datos

El Artículo 42 (Delegado de protección de datos) crea una figura clave para el cumplimiento
de la ley. El artículo establece algunas consideraciones especiales para el delegado, entre las
cuales se establece que “No será destituido ni sancionado por desempeñar sus funciones”.
Entendemos que la finalidad de dicha norma es proteger al Delegado de eventuales represalias
por cumplir sus funciones, para que este pueda realizar su trabajo de la manera más
objetivamente posible y no presionado por expectativas ajenas que sean contrarias a las
labores que él debe ejercer. Pero de la manera en como está redactado el Artículo, podría
terminar provocando la consecuencia contraria, pues en su texto actual se entiende que el
Delegado no podría ser destituido de su cargo aun cuando no cumpliera con sus funciones.

Adicionalmente, la autoridad de aplicación debe tener la posibilidad de ampliar los requisitos
que debe tener y las funciones que deben cumplir los delegados. En concreto realizamos la
siguiente sugerencia:

32. Modificar el último párrafo del Artículo 42 incorporando el siguiente texto: “No será
destituido ni sancionado por el correcto desempeño sus funciones”

33. Incluir un nuevo párrafo en el Artículo 42 que disponga lo siguiente: “La autoridad de
aplicación podrá establecer reglas complementarias sobre la definición, los requisitos y
las funciones del delegado de protección de datos, incluyendo situaciones en las que se
podrá renunciar a su designación, según la naturaleza y el tamaño de la entidad o el
volumen de las operaciones de tratamiento de datos.”

19. Autoridad de aplicación

Tal como lo habíamos expresado en el documento envíado a la agencia, elaborado en conjunto
con otras organizaciones de la sociedad civil, llamado “Requisitos mínimos para la Reforma de
la Ley de Protección de Datos Personales de Argentina”, por más valioso y ajustado a los
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estándares internacionales que sea el contenido de la propuesta legislativa, su aplicación puede
verse seriamente afectada en caso de no establecer y garantizar la absoluta independencia de
la autoridad de aplicación tanto del sector privado como del sector público.

De acuerdo a la propuesta de reforma, la autoridad encargada de aplicar la ley es la misma que
la dispuesta por la Ley 27.275. Según está regulación, la Agencia de Acceso a la Información
Pública funciona en el ámbito del Poder Ejecutivo nacional quien tiene la potestad exclusiva de
nombrar y remover a la persona a cargo de la dirección, sin necesidad de concurso previo de
capacidades. Esta estructura institucional que no garantiza la independencia de la autoridad y
vacía de contenido aquello que se logró plasmar en el cuerpo legal. La aplicación de la ley
quedaría supeditada a la buena voluntad del gobierno de turno cuando lo correcto sería al
menos que la designación se realice con acuerdo del Senado y en base a una lista de
candidatos previo concurso de competencias.

Otro desafió que oportunamente planteamos en el documento referido es garantizar su efectivo
funcionamiento para lo cual es necesario dotar a la autoridad de de recursos humanos y
materiales suficientes. Las obligaciones encomendadas a la autoridad son extensas por lo que
su presupuesto debe estar a la altura de la función que debe desempeñar. En este sentido,
consideramos que todo o parte de lo recaudado en razón de las multas aplicables debería estar
dirigido a sustentar su actividad, desarrollo y crecimiento.

Por esta razón entendemos de vital importancia receptar las siguientes sugerencias:

34. Modificar la Ley 27.275 o alternativamente crear una nueva autoridad de aplicación de la
ley dentro de la reforma propuesta que incluya necesaria pero no exclusivamente:

a. La designación y remoción de la autoridad con aprobación del Senado de la
Nación en base a una lista de candidatos previo concurso de competencias;

b. La creación de un consejo asesor conformado por las múltiples partes interesadas
en la materia con el fin de colaborar en el ejercicio de las funciones de la autoridad

c. La designación de un presupuesto suficiente que permita dotar a la autoridad de
recursos humanos, materiales y técnicos para el efectivo ejercicio de sus
funciones el cual deberá estar formado en parte por lo recaudado con motivo de
las multas aplicables según esta ley.

20. Procedimientos y sanciones

El Capítulo 8 (Procedimientos y sanciones) implica uno de los avances más importantes en
la materia. Sin embargo la técnica legislativa utilizada resulta vaga y ambigua, no encontrando
similitud en leyes del derecho comparado. Esta situación puede llevar a un alto grado de
interpretación contradictoria, inseguridad jurídica tanto para el sector público como para el
privado, y aplicación discrecional de la norma.

Es necesario que la ley establezca un listado de las infracciones que pueden ser cometidas
categorizando las mismas de acuerdo a si su naturaleza corresponde a un incumplimiento
administrativo, comunicacional o procedimental (leves), a una afectación de los derechos
fundamentales de los titulares (graves) o a casos donde existe dolo o negligencia grave
(gravísimas)
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Misma categorización debe utilizarse para modificar el Artículo 60 (Multas) estableciendo
montos y porcentajes escalonados de acuerdo a las mismas.

Por esta razón consideramos de suma importancia realizar las siguientes modificaciones:

35. Crear tres Artículos dentro del Capítulo 8 de la ley que establezca taxativamente las
infracciones leves, graves y gravísimas. A los fines de la brevedad, incorporamos en el
Anexo 1 a la presente contribución, normas de derecho comparado de las cuales puede
inspirarse la regulación.

36. Modificar el Artículo 60 estableciendo las multas correspondientes para cada categoría
creando las siguientes escalas:

a. Para infracciones leves, multa de entre cinco (5) y doscientos mil (200.000)
unidades móviles, y en caso de personas jurídicas, de uno por ciento (1%) a dos
por ciento (2%) de la facturación total anual global del ejercicio financiero anterior.

b. Para infracciones graves, multa de entre doscientos mil (200.000) y quinientos mil
(500.000) unidades móviles, y en caso de personas jurídicas, de dos por ciento
(2%) a cuatro por ciento (4%) de la facturación total anual global del ejercicio
financiero anterior.

c. Para infracciones gravisimas, multa de entre quinientos mil (500.000) y un millón
(1.000.000) unidades móviles, y en caso de personas jurídicas, de cuatro por
ciento (4%) a ocho por ciento (8%) de la facturación total anual global del ejercicio
financiero anterior.

Por último, agradecemos la oportunidad de presentarle nuestras recomendaciones y le
solicitamos por este medio tenga a bien darnos participación en las audiencias dentro de la
Comisión y de las sesiones legislativas en que se discuta el Proyecto. Quedamos a vuestra
disposición para colaborar en el desarrollo de una ley general de protección de datos
personales que permita el desarrollo económico y el pleno ejercicio de los derechos de los
ciudadanos y las ciudadanas de la República Argentina.

Sin otro particular y a vuestra disposición, aguardamos su convocatoria.

Cordialmente,

Gaspar Pisanu

Access Now
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Suscriben y apoyan la presente colaboración:

Tomas Pomar

Observatorio de Derecho
Informático Argentino
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ANEXO 1

REGLAMENTO (UE) 2016/679 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO 4

Reglamento general de protección de datos

27 de abril de 2016

Artículo 83

Condiciones generales para la imposición de multas administrativas

1. Cada autoridad de control garantizará que la imposición de las multas administrativas con
arreglo al presente Artículo por las infracciones del presente Reglamento indicadas en los
apartados 4, 5 y 6 sean en cada caso individual efectivas, proporcionadas y disuasorias.

2. Las multas administrativas se impondrán, en función de las circunstancias de cada caso
individual, a título adicional o sustitutivo de las medidas contempladas en el Artículo 58,
apartado 2, letras a) a h) y j). Al decidir la imposición de una multa administrativa y su cuantía
en cada caso individual se tendrá debidamente en cuenta:

a) la naturaleza, gravedad y duración de la infracción, teniendo en cuenta la naturaleza,
alcance o propósito de la operación de tratamiento de que se trate así como el número de
interesados afectados y el nivel de los daños y perjuicios que hayan sufrido;

b) la intencionalidad o negligencia en la infracción;

c) cualquier medida tomada por el responsable o encargado del tratamiento para paliar los
daños y perjuicios sufridos por los interesados;

d) el grado de responsabilidad del responsable o del encargado del tratamiento, habida
cuenta de las medidas técnicas u organizativas que hayan aplicado en virtud de los
Artículos 25 y 32;

e) toda infracción anterior cometida por el responsable o el encargado del tratamiento;

f) el grado de cooperación con la autoridad de control con el fin de poner remedio a la
infracción y mitigar los posibles efectos adversos de la infracción;

g) las categorías de los datos de carácter personal afectados por la infracción;

h) la forma en que la autoridad de control tuvo conocimiento de la infracción, en particular si
el responsable o el encargado notificó la infracción y, en tal caso, en qué medida;

i) cuando las medidas indicadas en el Artículo 58, apartado 2, hayan sido ordenadas
previamente contra el responsable o el encargado de que se trate en relación con el mismo
asunto, el cumplimiento de dichas medidas;

j) la adhesión a códigos de conducta en virtud del Artículo 40 o a mecanismos de
certificación aprobados con arreglo al Artículo 42, y

4 https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32016R0679&from=EN
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k) cualquier otro factor agravante o atenuante aplicable a las circunstancias del caso, como
los beneficios financieros obtenidos o las pérdidas evitadas, directa o indirectamente, a
través de la infracción.

3. Si un responsable o un encargado del tratamiento incumpliera de forma intencionada o
negligente, para las mismas operaciones de tratamiento u operaciones vinculadas, diversas
disposiciones del presente Reglamento, la cuantía total de la multa administrativa no será
superior a la cuantía prevista para las infracciones más graves.

4. Las infracciones de las disposiciones siguientes se sancionarán, de acuerdo con el apartado
2, con multas adminis trativas de 10 000 000 EUR como máximo o, tratándose de una empresa,
de una cuantía equivalente al 2 % como máximo del volumen de negocio total anual global del
ejercicio financiero anterior, optándose por la de mayor cuantía:

a) las obligaciones del responsable y del encargado a tenor de los Artículos 8, 11, 25 a 39,
42 y 43;

b) las obligaciones de los organismos de certificación a tenor de los Artículos 42 y 43;

c) las obligaciones de la autoridad de control a tenor del Artículo 41, apartado 4.4.5.2016L
119/82 Diario Oficial de la Unión EuropeaES

5. Las infracciones de las disposiciones siguientes se sancionarán, de acuerdo con el apartado
2, con multas adminis trativas de 20 000 000 EUR como máximo o, tratándose de una empresa,
de una cuantía equivalente al 4 % como máximo del volumen de negocio total anual global del
ejercicio financiero anterior, optándose por la de mayor cuantía:

a) los principios básicos para el tratamiento, incluidas las condiciones para el
consentimiento a tenor de los Artículos 5, 6, 7 y 9;

b) los derechos de los interesados a tenor de los Artículos 12 a 22;

c) las transferencias de datos personales a un destinatario en un tercer país o una
organización internacional a tenor de los Artículos 44 a 49;

d) toda obligación en virtud del Derecho de los Estados miembros que se adopte con
arreglo al capítulo IX;

e) el incumplimiento de una resolución o de una limitación temporal o definitiva del
tratamiento o la suspensión de los flujos de datos por parte de la autoridad de control con
arreglo al Artículo 58, apartado 2, o el no facilitar acceso en incumplimiento del Artículo 58,
apartado 1.

6. El incumplimiento de las resoluciones de la autoridad de control a tenor del Artículo 58,
apartado 2, se sancionará de acuerdo con el apartado 2 del presente Artículo con multas
administrativas de 20 000 000 EUR como máximo o, tratándose de una empresa, de una
cuantía equivalente al 4 % como máximo del volumen de negocio total anual global del ejercicio
financiero anterior, optándose por la de mayor cuantía.

7. Sin perjuicio de los poderes correctivos de las autoridades de control en virtud del Artículo 58,
apartado 2, cada Estado miembro podrá establecer normas sobre si se puede, y en qué
medida, imponer multas administrativas a autoridades y organismos públicos establecidos en
dicho Estado miembro.

8. El ejercicio por una autoridad de control de sus poderes en virtud del presente Artículo estará
sujeto a garantías procesales adecuadas de conformidad con el Derecho de la Unión y de los
Estados miembros, entre ellas la tutela judicial efectiva y el respeto de las garantías procesales.
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9. Cuando el ordenamiento jurídico de un Estado miembro no establezca multas
administrativas, el presente Artículo podrá aplicarse de tal modo que la incoación de la multa
corresponda a la autoridad de control competente y su imposición a los tribunales nacionales
competentes, garantizando al mismo tiempo que estas vías de derecho sean efectivas y tengan
un efecto equivalente a las multas administrativas impuestas por las autoridades de control. En

cualquier caso, las multas impuestas serán efectivas, proporcionadas y disuasorias. Los
Estados miembros de que se trate notificarán a la Comisión las disposiciones legislativas que
adopten en virtud del presente apartado a más tardar el 25 de mayo de 2018 y, sin dilación,
cualquier ley de modificación o modificación posterior que les sea aplicable.

LEY ORGÁNICA DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES de ECUADOR5

Quinto Suplemento del Registro Oficial No.459

26 de Mayo 2021

Sección II

DE LAS INFRACCIONES DEL ENCARGADO DE PROTECCIÓN DE DATOS

Art. 69.- Infracciones leves del Encargado de protección de datos. Se consideran infracciones
leves las siguientes:

1) No colaborar con el responsable del tratamiento datos personales, para que este cumpla con
su obligación de atender solicitudes que tengan por objeto el ejercicio de los derechos del titular
frente al tratamiento de sus datos personales;

2) No facilitar el acceso al responsable del tratamiento de datos personales a toda la
información referente al cumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente Ley, su
reglamento, directrices, lineamientos y regulaciones emitidas por la Autoridad de Protección de
Datos Personales y normativa sobre la materia:

3) No permitir o no contribuir a la realización de auditorias o inspecciones, por parte del
responsable del tratamiento de datos personales o de otro auditor autorizado por la Autoridad
de Protección de Datos Personales; y,

4) Incumplir las medidas correctivas dispuestas por la Autoridad de Protección de Datos
Personales.

Art. 70.- Infracciones graves del Encargado de protección de datos. Se consideran
infracciones graves las siguientes:

5
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1) Realizar tratamientos de datos personales sin observar los principios y derechos
desarrollados en la presente Ley y su reglamento, directrices y lineamientos y regulaciones
emitidas por la Autoridad de Protección de Datos Personales y normativas sobre la materia;

2) No tratar datos personales de conformidad con lo previsto en el contrato que mantenga con
el responsable del tratamiento de datos personales inclusive en lo que respecta a la
transferencia o comunicación internacional;

3) No suscribir contratos que. contengan cláusulas de confidencialidad y tratamiento adecuado
de datos personales con el personal a cargo del tratamiento de datos personales o quien tenga
conocimiento de los datos personales;

4) No implementar mecanismos destinados a mantener la confidencialidad, integridad,
disponibilidad y resiliencia de los datos personales;

5) No implementar medidas preventivas y correctivas en la seguridad de los datos personales a
fin de evitar vulneraciones;

6) No suprimir los datos personales transferidos o comunicados al responsable del tratamiento
de los datos personales, una vez haya culminado su encargo;

7) Proceder a la comunicación de datos personales sin cumplir con los requisitos y
procedimientos establecidos en la presente ley, su reglamento directrices lineamientos y
regulaciones emitidas por la Autoridad de Protección de Datos Personales y normativas sobre la
materia;

8) Incumplir las medidas correctivas o cumplirlas de formo, tardía parcial o defectuosa, siempre
y cuando hubiese precedido por dicha causa la aplicación de una sanción por infracción leve; y.

9) No notificar al responsable del tratamiento de datos personajes sobre cualquier vulneración
de la seguridad de datos personales conforme dispone esta ley o hacerlo con retraso
injustificado.
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